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Este artículo se propone abordar las políticas educativas argentinas para el subsector 
de la Educación Superior desde 1983 a nuestros días. De esta manera demostraremos 
cómo los cambios efectuados a lo largo de dos décadas, que se inician con el reingreso a la 
vida democrática, están signados en su desarrollo por el ejercicio de las llamadas políticas 
públicas de fuerte impronta estatal y en consonancia con las leyes de reforma del Estado y 
del mercado internacional. Dos partes estructuran la presentación, la primera de ellas 
aborda la democracia y el proceso de normalización universitaria efectuado en la década 
del 80, mientras que la segunda parte presenta el tema del mejoramiento de la calidad 
convertido en política sectorial en los ’90. Se analizan el sector no universitario y el univer­
sitario, al igual que los componentes de calidad y evaluación, para finalizar con seis coro­
larios.
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This article sets out to approach the Argentine educative policies for the subsector of 
the superior education from 1983 to our days. In this way we will demonstrate how the 
changes conducted throughout two decades, that begin with the reinstatement of the 
democratic life, are signed in its development by the exercise of the so-called public policies 
with a strong state impulse in consonance with the laws of the State Reform and the 
international market. Two parts structure the presentation, the first of them approaches 
the democracy and the process of conducted university normalization in the decade of the 
80's, whereas the second part talks about the improvement in the quality turned into 
sectorial policy in the 90's. The nonuniversity and the university sector are analyzed the 
components of quality and evaluation, to finalize with six corollaries.
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1. (Democracia y  normaíización
universitaria
Al reiniciarse la vida democrática del 
país en Í983, rápidamente las universida­
des reclamaron para sí el retorno a sus es­
tatutos y la refuncionalización de su queha­
cer institucional dado el deterioro que ya se 
había venido produciendo bajo los gobier­
nos militares. Había que poner nuevamente 
en marcha un sistema de Educación Supe­
rior que atendiera a las distintas fuerzas 
sociales. Por un lado, la sociedad en su con­
junto reclamaba este espacio de libre pen­
samiento y actuación que había sido coar­
tado y totalmente desdibujado en el perío­
do anterior. A ello se sumaba la fragmenta­
ción producida en el mismo seno de la co­
munidad académica a lo largo de todos esos 
años: relego de las funciones primordiales 
en los claustros universitarios; alejamiento 
de un número considerable de profesores a 
raíz de cuestiones ideológicas y hasta la 
persecución. En síntesis, un gran clima de 
desorientación. Por otra parte, la investiga­
ción científica, si bien había continuado 
desarrollándose en algunas disciplinas como 
las llamadas «ciencias duras», había expe­
rimentado, en el campo de las ciencias so­
ciales, una pérdida de continuidad que le 
costaría, al menos, una década para poner­
se a la altura de los tiempos. En tanto, las 
universidades privadas y sobre todo aque­
llas de régimen confesional católico conti­
nuaron su actuación sin atravesar mayores 
restricciones y deterioro en el normal desa­
rrollo de su funciones. Finalmente, diremos 
que el nivel terciario de la Educación había 
quedado reducido en su gran mayoría a la 
formación de docentes para los otros nive­
les del sistema educativo con un alejamien­
to total de la realidad universitaria.
Así, se hacía imprescindible plantear 
una política de gobierno para las universi­
dades nacionales bajo el régimen democrá­
tico1 que atendiera a esta situación históri­
ca particular por la que atravesaba el 
subsector de la Educación Argentina. La pre­
sidencia del Dr. Alfonsín en el gobierno na­
cional decidió entonces intervenir las uni­
versidades nacionales para su posterior nor­
malización en el corto plazo. Se lograría de 
esta manera retornar la Universidad Argen­
tina a sus fuentes, aquellas que tuvieran 
lugar en la reforma de 1918, en donde la 
Universidad se proclamaba como una insti­
tución de gestión autónoma conducida por 
órganos colegiados de gobierno.
La normalización significó entonces:
1. La garantía de un proceso electoral claro 
al interior de las instituciones para esco­
ger las nuevas autoridades y los repre­
sentantes de los órganos colegiados de 
gobierno;
2. El retorno por concurso público a la titu­
laridad de las cátedras universitarias, lo 
cual permitió regresar a muchos docen­
tes e investigadores alejados de la Uni­
versidad que se encontraban dentro o 
fuera del país.
A ello se le sumó la reposición del sis­
tema de ingreso irrestricto para los alum­
nos y la gratuidad de la enseñanza de gra­
do. Los movimientos estudiantiles retomaron 
su antigua bandera de participación política 
y rápidamente reorganizaron la lucha por 
sus derechos sectoriales. En este contexto, 
las universidades se abocaron a la reorga­
nización institucional durante el mediano pla­
zo mientras que el Ministerio de Educación 
se encargaría de coordinar y planificar polí­
ticas macro tendientes a lograr la eficacia
1 Ver al respecto el artículo de BALAN, Jorge. "Políticas de financiamiento y gobierno de las universidades 
nacionales bajo un régimen democrático: Argentina 1983-1992". En COUFIARD, Henry (editor). Políticas com­
paradas de Educación Superior en América Latina. Flacso, Santiago de Chile, 1993.
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obtenida ya en los años 60 en la Universi­
dad Argentina. Respecto al financiamiento 
del sector, no se produjeron modificaciones 
sustanciales, por el contrario se hicieron 
grandes esfuerzos por sostener los presu­
puestos históricos de las instituciones en un 
marco de deterioro profundo de la econo­
mía argentina y frente a las olas de infla­
ción que hacían perder credibilidad al eje­
cutivo nacional.
En cuanto la normalización tuvo lugar y 
la vida democrática retornó a las institucio­
nes, el Consejo Interuniversitario Nacional 
(CIN)2 comenzó a operar como órgano cole­
giado para las discusiones sectoriales y todos 
los asuntos referidos a este nivel educativo. 
Además de este consejo de rectores de diálo­
go intersectorial, estuvieron presentes otros 
actores políticos en el diálogo constitucional.
En primer lugar, el Ministerio de Edu­
cación que había entonces descentralizado 
la Educación Primaria y Secundaria se ha­
bía quedado con los niveles terciario y uni­
versitario, pudiendo dar, de esta manera, 
mayor respuesta a las demandas existen­
tes. Esto hizo que gran parte de los fondos 
destinados a este ministerio pasaran a for­
mar parte del presupuesto anual universi­
tario. En este sentido, entre 1984 y 1987, 
el ministerio llevó adelante las acciones ten­
dientes a lograr mayor número de empleos 
en función del desmantelamiento de cargos 
docentes y no docentes, y del considerable 
aumento cuantitativo de la matrícula estu­
diantil fruto del ingreso irrestricto. En se­
gundo lugar, aparecen en la escena política 
los sindicatos docentes que se organizan a 
partir de 1983 sobre todo en lo que respec­
ta a la lucha de los derechos laborales del 
personal de dedicación parcial y del claus­
tro de auxiliares. Los representantes gre­
miales participaron entonces en la discusión 
y concertación salarial con las autoridades 
del Ministerio de Educación pero también en 
el diálogo intersectorial (áreas de economía 
y trabajo principalmente) para el logro de 
un incremento presupuestario y la fijación 
del sueldo mínimo, tal como se daba en los 
otros niveles educativos.
En tercer lugar y como natural a la vida 
democrática, aparecen en juego los movi­
mientos estudiantiles fuertemente enraiza­
dos en la participación de las políticas de 
base de sus partidos. Fundamentalmente 
esto se ve reflejado en las acciones de la 
agrupación Franja Morada que representa a 
la dirigencia estudiantil del partido radical, 
en ese momento gobernante, y de la Ju­
ventud Peronista que representa al Partido 
Justicia lista.
De esta manera, vemos cómo durante 
los primeros años de gobierno democrático 
la Educación Superior, y en particular la vida 
universitaria, se vio obligada a reinstalar un 
sistema. Es por ello que más que un pro­
grama político de planificación universitaria 
en donde existiera coordinación de funcio­
nes y programación del sistema nos encon­
tramos con acciones claramente orientadas 
a la reinserción institucional en la vida so­
cial en general, hacia dentro y hacia fuera 
de las instituciones en su conjunto.
En el marco de la descentralización 
de los servicios sociales, durante los 90, la 
Educación Argentina tuvo su espacio en lo 
que respecta a las escuelas secundarias y 
la enseñanza terciaria no universitaria. 
Ello aconteció rápidamente en un corto 
período de dos años que va desde el 7 de 
diciembre de 1989, cuando las provincias 
adhieren a la iniciativa del Poder Ejecuti­
vo, hasta el 6 de diciembre de 1991, mo-
2 Este consejo reunía a los rectores de las universidades nacionales; mientras que el sector de universidades 
privadas tenía su propio consejo independiente (CRUP).
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mentó en que se sanciona la «Ley de 
transferencia educativa».3 Durante este 
lapso de tiempo, la Argentina atravesaba 
procesos inflacionarios que luego, en 
1991, lograría estabilizar. Así, con el go­
bierno de la presidencia Menem (1ra etapa 
1989-1995) la redefinición del rol del Es­
tado se hace presente, la emergencia eco­
nómica se convierte en Ley y la reducción 
del presupuesto nacional aparece como 
modalidad de escape frente a los compro­
misos financieros acordados. En este sen­
tido, el espacio de inserción de los orga­
nismos internacionales en las políticas de 
descentralización fue clave, impulsando el 
achicamiento del Estado en favor de las 
leyes de funcionamiento de los mercados.4 
Encuadrado en la situación anunciada tie­
ne lugar el surgimiento de una nueva po­
lítica educativa con importantes cambios 
que afectaron también a la administración 
de la Educación. Nos referimos a la con­
formación del Consejo Federal de Cultura 
y Educación, la redefinición de las funcio­
nes del Ministerio de Cultura y Educación 
de la Nación como así también de los ju­
risdiccionales y el proceso de descentrali­
zación y transferencia de los servicios 
educativos.5
Hacia mediados de 1989, la Argentina 
atraviesa una profunda crisis social y eco­
nómica y un malestar generalizado se adue­
ña de la sociedad. El nuevo gobierno anun­
cia entonces la reforma del Estado; un nue­
vo plan económico se asoma y se esbozan 
los lineamientos de la política universitaria. 
Muy pronto se da a conocer la idea rectora
de achicamiento del estado y reducción del 
gasto público y, en este marco, se anuncia 
que las universidades nacionales deberán 
salir a buscar fuentes alternativas de 
financiamiento, entre las que se cuentan los 
aportes de compañías privadas, el pago de 
un arancel por parte del alumno y la 
desregulación de todo tipo de servicios que 
puedan ofrecer las instituciones como 
contraprestación laboral.
En este orden, una serie de medidas y 
acciones se suceden rápidamente en el ám­
bito universitario:
1. La Universidad de Córdoba, primera uni­
versidad colonial, segunda en la magni­
tud de sus alumnos, coloca un arancel 
bajo el nombre de «contribución obliga­
toria» a sus alumnos durante el curso lec­
tivo de 1990, lo cual crea un gran des­
concierto y disidencias en el seno del CIN 
puesto que no había acuerdo unánime al 
respecto;
2. En un marco de austeridad universitaria 
y defensa de la existencia de las institu­
ciones, el gobierno nacional anuncia en 
1991 la aprobación de nuevas universi­
dades nacionales con partidas presupues­
tarias propias, equipamientos e infraes­
tructura (universidades del cono-urbano 
bonaerense), y
3. De igual manera, en el campo de la ense­
ñanza privada se aprueban diferentes 
propuestas de creaciones universitarias 
(universidades de sectores empresaria­
les y de la producción).
3 Ver al respecto: SENEN GONZÁLEZ, Silvia; ARANGO, Aída. "La descentralización educativa. ¿Política educati­
va ó política fiscal?". En OZLAK, Oscar (comp.). Educación Superior y Sociedad, vol. 1. CEA-CBC-UBA, Buenos 
Aires, 1997.
4 Ver el estudio comparativo sobre la región realizado por MALPICA FAUSTOR, Carlos. "Descentralización y 
Planificación de la educación. Experiencias recientes en países de América Latina". Informe de Investigación 
del UPE N°102, UNESCO, París, 1994.
5 Las transformaciones que se van sucediendo en términos legislativos tienen como principales hitos a: la Ley 
22.047 del 3 de agosto de 1979, la Ley 23.049 del 18 de abril de 1991 y la Ley 24.049 del 6 de diciembre de 
1991.
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De este modo, se inicia un nuevo de­
bate en el ámbito de las universidades ar­
gentinas y comienza a discutirse un proyec­
to de ley de enseñanza superior que queda­
rá plasmado en el transcurso de 1995. La 
Educación Superior es interrogada particu­
larmente en las condiciones que hacen po­
sible una gestión eficiente y eficaz que pue­
da afrontar los desafíos del mundo moder­
no y desarrollar estrategias superadoras de 
la situación existente.
El 20 de julio de 1995, fue sancionada 
con el número 24.521 la Ley de Educación 
Superior6 en la República Argentina. Sus 
principales componentes son: a) abarca to­
dos los aspectos de la Educación Superior, 
comprendiendo tanto la Universidad como 
el sector no universitario; b) establece la 
delimitación de responsabilidades en cuan­
to al sector de dependencia: sector no uni­
versitario de responsabilidad jurisdiccional 
(es decir, de los estados provinciales), sec­
tor universitario de responsabilidad del Es­
tado Nacional; c) reafirma la responsabili­
dad del Estado en materia educativa; d) 
propone un sistema interrelacionado y en­
teramente coordinado entre sus partes: ins­
tituciones universitarias acreditadas ante el 
Ministerio de Cultura y Educación de la Na­
ción; e) establece competencias específicas: 
nivel no universitario para la formación de 
profesores para la enseñanza, sistema uni­
versitario para la formación de grado de li­
cenciatura y de posgrado de maestría y doc­
torado; f) fija nuevas pautas para la finan­
ciación de la Educación.
La nueva Ley prescribe dos modalida­
des institucionales diferentes a las ya exis­
tentes, ellas son: los colegios universitarios 
(artículo 22 de la Ley 24.521) que corres­
ponden a aquellas instituciones de nivel net 
universitario que articulen programas y/o 
carreras de formación con una o más uni­
versidades para así dar continuidad a sus 
graduados en la multiplicidad de ofertas de 
grado o posgrado de las mismas; en segun­
do lugar, aparecen también los institutos uni­
versitarios (artículo 27 de la misma ley) en 
el campo de la Educación Superior Univer­
sitaria y se circunscriben a una oferta aca­
démica en una sola área disciplinaria.
Finalmente, en el campo del financia- 
miento o presupuesto universitario7, se sos­
tiene la importancia de los indicadores de efi­
ciencia y equidad para la distribución del apor­
te del Tesoro Nacional. Asimismo, se com­
promete a las instituciones universitarias na­
cionales a la generación de recursos com­
plementarios. En este sentido, los recursos 
adicionales a los aportes del Tesoro Nacional 
podrán provenir de la venta de bienes, pro­
ductos, derechos o servicios, subsidios, con­
tribuciones, herencias, derechos o tasas por 
los servicios que presten, así como de todo 
otro recurso que pudiera corresponderles por 
cualquier título o actividad. En estrecha rela­
ción, aparece la promoción de la constitu­
ción de las fundaciones, sociedades u otras 
formas de asociación civil, destinada a apo­
yar su labor, a facilitar las relaciones con el 
medio, a dar respuesta a sus necesidades y 
a promover las condiciones necesarias para 
el cumplimiento de los fines y objetivos.
2. (EÍmejoramiento efe fa caficfad' 
convertido en poíítica sectoriaí
De esta manera, llegamos a 1995, 
momento en el cual los principales pro-
6 Sancionada el 20 de julio, promulgada el 7 de agosto (Decreto 268/95) y publicada en el Boletín Oficial el 10 
de agosto de 1995 (BO N°28.204), bajo la presidencia del Dr. Carlos Saúl Menem, siendo Ministro de Cultura 
y Educación el Dr. Jorge Alberto Rodríguez.
7 Artículos 58 a 61 de la sección 3o, capítulo 4o, Título IV: De la Educación Superior universitaria, Ley N°24.521.
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blemas y desafíos de la Educación Supe­
rior son8:
- El progresivo deterioro de la calidad y del 
nivel de formación de los graduados;
- El bajo rendimiento (apenas 19 egresa­
dos por cada 100 ingresantes y excesiva 
duración real de las carreras);
- La escasa equidad en el acceso y la perma­
nencia de los estudiantes en el sistema;
- El escaso desarrollo en la mayoría de las 
universidades de las fuentes de recursos 
propios;
- La escasa articulación de los requerimien­
tos y demandas del sector productivo;
- La falta de articulación con el nivel me­
dio, así como entre las instituciones de 
nivel superior, y frecuente superposición 
en sus ofertas de formación.
Por ello el Ministerio de Educación se 
propuso promover un vasto proceso de 
transformación y modernización de la 
Universidad, acompañando y liderando la 
transformación que se venía realizando 
en todo el territorio nacional. Intentará, 
entonces, garantizar crecientes niveles 
de calidad y excelencia asegurando una 
mayor equidad y promoviendo la eficien­
cia en el uso de los recursos, como así 
también estableciendo vínculos hacia una 
mayor coordinación y articulación del sis­
tema.
La política sectorial debió entonces 
respetar la autonomía de las instituciones 
universitarias y, al mismo tiempo, impulsar 
una mayor responsabilidad de ellas ante la 
sociedad en el marco de una nueva rela­
ción entre el Estado y las universidades.
Estas últimas actuarán en el horizonte de 
una amplia autarquía para el manejo de 
los recursos que el Estado asignaba con 
gradualidad en función de los resultados 
acordados y su grado de eficacia. Por otra 
parte, en este proyecto de transformación 
aparecen nuevos actores del sistema a 
quienes habrá que dar a conocer y otor­
garles también un mayor protagonismo, 
según lo prevé la ley.
2.1. Educación Superior no Universi­
taria
La problemática de la calidad de la Edu­
cación y su evaluación en el sector no uni­
versitario había sido definida con claridad 
en los dos cuerpos legales: Ley 24.521 y 
Ley 24.195. El proceso de transformación 
de la formación docente resultó un campo 
de enorme complejidad9, ya que debió, por 
un lado, atender a los cambios requeridos 
desde los distintos niveles del sistema y, por 
otra parte, responder a las necesidades y 
requerimientos del nivel en el que se en­
cuadraba, es decir, el de las políticas de Edu­
cación Superior.
En el inicio de los años '90 y bajo el 
principio de descentralización y provincia- 
lización impulsado por el gobierno nacional, 
los Institutos de Formación Docente de res­
ponsabilidad nacional pasaron a depender 
de los territorios provinciales. En este con­
texto y ante un deterioro de sus funciones 
sustantivas, el nuevo marco jurídico-norma- 
tivo acordaba: a) el mejoramiento de la ca­
lidad de la formación de los docentes, y b) 
la valorización profesional de la formación 
docente.
8 Estos componentes están tomados del diagnóstico de situación realizado por la Secretaría de Políticas Univer­
sitarias publicado en el espacio web del Ministerio de Cultura y Educación de la Nación sobre la Transformación 
educativa. Web: www.mcye.gov.ar
9 Cfr. VITARELLI, Marcelo. "La universidad y la formación académica de los profesores para la educación polimodal" 
Documento de trabajo IIEP/TP. 96/15. UNESCO, París, 1996.
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El mejoramiento de la calidad vino dado 
por la complementariedad de la formación 
inicial y la continua10; la capacitación de los 
graduados docentes para nuevos roles pro­
fesionales; la diversificación de la oferta de 
actualización, perfeccionam iento y/o 
reconversión11; la realización de residencias 
programadas en la formación docente; la 
innovación pedagógica, la investigación edu­
cativa y el papel de las instituciones univer­
sitarias en la producción de conocimientos 
específicos a partir de la investigación.12
La valorización de la acción profesio­
nal docente, por su parte, se presentó en 
los términos de superación del dualismo 
existente entre la clásica división de forma­
ción no univeristaria y universitaria. Asimis­
mo, se planificó la articulación horizontal y 
vertical de las Instituciones de Formación 
no Universitaria a la Universidad.13 El per­
feccionamiento y la capacitación del perso­
nal docente aparecen no sólo como necesi­
dad sino como derecho que propone una 
mayor dignidad de la profesión docente. Fi­
nalmente, se busca tener representación de
los sectores universitarios y no universita­
rios en todas las instancias de tomas de de­
cisión y búsqueda de consenso.
Sin embargo, *el reordenamiento del 
subsector ha hecho que el mismo haya sido 
puesto en estudio por largo tiempo: su ca­
lidad, sus funciones, su rentabilidad, su 
misión histórica a la luz de los nuevos 
parámetros que se priorizan para la Edu­
cación Superior. En este sentido, el Minis­
terio de Educación de la Nación ha asistido 
técnicamente a las provincias para la toma 
de decisiones en torno a una serie de crite­
rios organizadores.14 En tal perspectiva, en 
diciembre de 1997 cerró un primer registro 
inicial de instituciones para su acredita­
ción.15 Se hizo necesario el ajuste del pro­
ceso de reorganización de los servicios que 
se sucederían progresivamente y se deli­
nearon un conjunto de criterios para la 
transformación curricular, respondiendo, en 
primera instancia, a la nueva estructura de 
niveles y ciclos del sistema educativo en 
transformación, a los campos de la forma­
ción docente y a las cargas horarias.16
10 Al respecto cabe nombrar el caso del Programa de Actualización Académica para Profesores de Profesorados, 
también llamado Circuito «E», puesto en marcha conjuntamente por el Ministerio de Cultura y Educación de 
la Nación y el Sistema Universitario Argentino. Para ver más detalles citamos a modo de ejemplo el Curso 
165/97 sobre el eje Sociedad, sistemas educativos e institución escolar, ofrecido por la Universidad Nacional 
de San Luis bajo la responsabilidad de la Prof. Violeta Guyot y del equipo de colaboradores: Corti; Vitarelli; 
Carletti; Chada de Santagata y Sosa. El mismo se desarrolló a lo largo de 1998 en la ciudad de San Luis, 
Argentina.
11 En relación a este apartado, me ha tocado conducir experiencias de formación en diversas universidades del 
país, tales como: Universidad Católica de Córdoba (1997 y 1998); Universidad Tecnológica Villa María (1998); 
Universidad Nacional de La Rioja (1997-1998) y Universidad Nacional de San Luis (1998), Argentina.
12 Cito para este item el innovador Programa de Formación en Investigación Educativa llevado adelante, duran­
te el ciclo lectivo 1998, por el Proyecto de Investigación SECyT 419301 «Nuevas tendencias epistemológicas. 
Su impacto en las ciencias humanas» que dirige la Prof. Guyot en la Universidad Nacional de San Luis. El 
proyecto de investigación trabajó en estrecha colaboración con el Instituto Superior del Profesorado de San 
Rafael, Mendoza, Argentina.
13 Para 1997, la Universidad Nacional de San Luis fue la primera universidad de la región COES (centro-oeste) 
en reglamentar los convenios de articulación entre los Institutos de Formación Docente y dicha institución.
14 Actuó como ente coordinador el Programa Nacional de la Organización Pedagógica de la Formación Docente depen­
diente del Ministerio de Cultura y Educación de la Nación que inicia sus actividades en 1995.
15 Esto se realizó en función de lo designado en la resolución N°42/95 del Consejo Federal de Cultura y 
Educación.
16 Resolución del Consejo Federal de Cultura y Educación N°36/94.
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En vistas al reordenamiento, se hizo 
necesaria una fuerte instancia de diagnós­
tico institucional en donde una serie de cri­
terios actuaron como organizadores e 
indicadores de la situación existente: cali­
dad, equidad, lo técnico-pedagógico, lo téc­
nico-institucional, lo administrativo-finan­
ciero y lo legal-jurídico. En este contexto la 
acreditación institucional se entiende so­
bre ejes de organización de criterios y lí­
neas de acción tales como: situación aca­
démica de los Institutos de Formación Do­
cente, rendimiento en el sistema formador 
y articulación de las instituciones terciarias 
con otras instituciones y organizaciones de 
la comunidad.
Lo cierto es que hacia 1998 casi todas 
las jurisdicciones habían realizado un buen 
estudio de mapeo de situación de sus insti­
tuciones de nivel no universitario, decretan­
do el cierre de algunas de ellas en donde así 
lo creyeron conveniente las autoridades del 
sector. Cabe destacar que el reordenamiento 
no se produjo en todas partes al mismo tiem­
po.17 Éste no ha constituido una prioridad 
para los gobiernos provinciales, sino que ha 
pasado largo tiempo hasta comenzar a 
redimensionar el sector. A partir de 1999, 
las provincias se encuentran en el diseño de 
sus nuevas instituciones, en el planeamiento 
de un sistema de acreditación continua y, 
algunas de ellas, en la ejecución paulatina 
de alternativas. Numerosas han sido las de­
mandas de articulación con las universida­
des y en algunos casos altamente exitosas, 
aunque no es una realidad generalizada a lo 
largo de todo el territorio de la República.
El sector de la Educación Superior no 
Universitaria ha recibido apoyo en lo que 
implica al financiamiento de sus acciones de 
reforma por parte de la banca internacional, 
en particular del Banco Interamericano de 
Desarrollo para la puesta en marcha del Pro­
grama de reforma de la Educación Superior 
Técnica no Universitaria (IO6O/OC-AR). En 
lo que respecta a los Institutos de Formación 
Docente, se accedió al financiamiento de ac­
ciones de reforma por parte de un préstamo 
del Banco Interamericano de Desarrollo. El 
mismo estuvo destinado a las reformas e in­
versiones de la Educación Inicial y General 
Básica, incluyendo el componente de forma­
ción docente en lo que respecta a la reorga­
nización institucional, el mejoramiento de la 
curricula y la capacitación docente.18
2.2 . El sector universitario
Las estrategias y programas implemen- 
tados para el mejoramiento de la calidad en 
el sector universitario se estructuran en tor­
no a tres ejes principales:
1. La evaluación institucional y acreditación 
de carreras, acciones comenzadas por la 
Secretaría de Políticas Universitarias de 
la Nación -SPU/MCyE-, continuadas por 
la Comisión de Acreditación de Posgrados 
-CAP- y transferidas luego del dictamen 
de la Ley 25.521, a la Comisión Nacional 
de Evaluación y Acreditación Universita­
ria -CONEAU-;
2. El financiamiento específico ligado a la 
calidad, como es el caso del Fondo para
17 La provincia de Río Negro fue una de las primeras jurisdicciones que se dedicó al trabajo de ordenamien­
to de la oferta de formación docente. Se puede ver al respecto: SENEN GONZÁLEZ, Silvia; VITARELLI, 
Marcelo; THIERY, Mónica. "Informe Final. Profundización de las propuestas de ordenamiento de los Ins­
titutos Superiores de Formación y Perfeccionamiento Docente". Consejo Provincial de Educación, Río 
Negro, Ministerio de Cultura y Educación, Programa de Reformas e Inversiones en el Sector Educación. 
Buenos Aires, 1998.
18 Programa de Reformas e Inversiones en Educación (845/OC-AR) -PRISE/MCE-, con un costo total de 600 
millones de dólares de los cuales el 50% corresponde al aporte local; iniciado en 1994 y finalizado en 1999.
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el Mejoramiento de la Calidad Universi­
taria -FOMEC-;
3. Los incentivos a la actividad de investi­
gación de los profesores, llevados ade­
lante por el Programa de Incentivos a Do- 
centes-Investigadores de las Universida­
des Nacionales.
Para ello se puso en marcha el Progra­
ma de Reforma de Educación Superior 
(PRES) como iniciativa impulsada por la Se­
cretaría de Políticas Universitarias (SPU), en 
el marco de la transformación del Sistema 
Universitario Nacional. El PRES ha contado 
con un presupuesto total de 273 millones 
de pesos para su ¡mplementación, compues­
to por un préstamo de 165 millones de dó­
lares, que la SPU gestionó ante el Banco 
Internacional de Reconstrucción y Fomento 
(BIRF), y 108 millones de pesos que consti­
tuyen la contrapartida nacional, aportada por 
la SPU y las Universidades Nacionales. El 
programa ha tenido como objetivos: la re­
forma y ordenamiento del marco legal de la 
Educación Superior; la introducción de in­
centivos para el mejoramiento de la calidad 
de la Educación Superior y de la asignación 
de recursos; el logro de la mayor transpa­
rencia en la gestión mediante el mejoramien­
to de la información y la introducción de 
modificaciones a la distribución de los re­
cursos presupuestarios. Los seis principales 
componentes de la reforma han sido: el Fon­
do para el Mejoramiento de la calidad uni­
versitaria (FOMEC); la Evaluación y acredi­
tación universitaria (CONEAU); el Sistema 
de información universitaria (SIU); la Red 
de Interconexión universitaria (RIU); la Asig­
nación de recursos (AR) y el Fortalecimien­
to institucional (FOI).
El FOMEC ha sido un fondo concursable 
a través del cual se financiaban proyectos 
de reforma y mejoramiento de la calidad 
elaborados por las universidades naciona­
les. Su prioridad ha sido el mejoramiento 
de la docencia respecto de las otras funcio­
nes esenciales de las universidades, como
son la investigación y la vinculación con el 
medio. Los fondos del programa se asigna­
ron a proyectos de varios años de duración 
que fueron seleccio«ados previa evaluación 
de su calidad, pertinencia e impacto. La in­
versión estuvo destinada a la formación de 
recursos humanos y a la modernización del 
equipamiento para la enseñanza. El FOMEC 
fue creado en 1995 con fondos del Tesoro 
Nacional a los que se sumó un préstamo 
que la Argentina concretó con el Banco Mun­
dial para ¡mplementar el Programa de Re­
forma de Educación Superior (PRES). Los 
fondos totales con los que contó el FOMEC/ 
PRES ascendieron a 240 millones de dóla­
res. Además, en 1998 se destinaron 7 mi­
llones de pesos del Presupuesto Nacional 
para ser distribuidos a las universidades 
nacionales a través del FOMEC/SPU.
Por otra parte, el Programa de Incenti­
vos a Docentes-Investigadores de las Uni­
versidades Nacionales fue creado por la Se­
cretaría de Políticas Universitarias del Mi­
nisterio de Cultura y Educación, mediante 
decreto 2427 de fecha 19 de noviembre de 
1993. El mismo tiene por objetivo promo- 
cionar las tareas de investigación en el ám­
bito académico, fomentando una mayor de­
dicación a la actividad universitaria, así como 
la creación de grupos de investigación. Para 
incorporarse al programa, los docentes-in- 
vestigadores deben obtener una «Catego­
ría equivalente de Investigación» (CEI) y 
estar desarrollando un «Proyecto Acredita­
do de Investigación» que cumpla con las 
pautas fijadas por el decreto 2427/93. El 
Programa de Incentivos inició su ejecución 
en 1994, incorporando 7.961 docentes-in- 
vestigadores y, desde ese momento, los 
docentes que cumplen con las condiciones 
para participar, perciben tres veces al año 
un incentivo acorde a su: a) «Categoría Equi­
valente de Investigación» (CEI) -1,2,3,4 y 
5-, en orden decreciente de importancia, 
según sus antecedentes de investigación; 
b) «Dedicación docente»: exclusiva, semi- 
exclusiva o simple (relación en horas cáte­
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dra de trabajo semanal); c) «Dedicación a 
la investigación» 1, 2 ó 3, en donde cada 
dedicación a la investigación representa el 
50% del tiempo de la dedicación docente 
total: exclusiva, semi-exclusiva o simple, 
respectivamente.
En tres años de desarrollo, la partici­
pación de los docentes-investigadores del 
programa creció cerca de un 70% y, en el 
año 1996, participaron en el programa casi 
19.000 docentes-investigadores, desarro­
llando cerca de 6.000 proyectos de investi­
gación. La aplicación del Programa de In­
centivos en las Universidades está a cargo 
de las Secretarías de Ciencia y Técnica de 
cada una de ellas. La evaluación de la tarea 
de investigación desarrollada durante el año, 
se efectúa para cada proyecto, iniciando con 
la calificación del equipo por parte del Di­
rector. A posteriori, y con las mismas pau­
tas de la acreditación de proyectos, se eva­
lúa el desempeño del director y la produc­
ción de dicho proyecto. El análisis de los 
resultados de la investigación que se desa­
rrolla en las universidades dentro del régi­
men de este programa es fundamental para 
garantizar el cumplimiento de sus objetivos 
y la correcta aplicación de los recursos que 
administra el mismo, asignados anualmen­
te por la Ley de Presupuesto.
2.3. Calidad y evaluación
La problemática de la calidad en el sec­
tor universitario ha venido directamente li­
gada al eje de la evaluación. Así, los con­
ceptos de evaluación, acreditación y mejo­
ramiento de la calidad han operado desde 
1993 conformando un bloque conceptual y 
operativo. La Ley de Educación Superior 
prevé al respecto que:
"Las instituciones universitarias deberán 
asegurar el funcionamiento de instancias 
internas de evaluación institucionalque 
tendrán por objeto analizar los logros y 
dificultades en el cumplimiento de sus
funciones, así como sugerir medidas para 
su mejoramiento. Las autoevaluaciones 
se complementarán con evaluaciones ex­
ternas, que se harán como mínimo cada 
seis años, en el marco de los objetivos 
definidos por cada institución. Abarcará 
las funciones de docencia, investigación 
y extensión, y en el caso de las institu­
ciones universitarias nacionales, también 
la gestión institucional. Las evaluaciones 
externas estarán a cargo de la Comisión 
Nacional de Evaluación y Acreditación Uni­
versitaria o entidades privadas constitui­
das con ese fin, conforme se prevé en el 
artículo 45, en ambos casos con la parti­
cipación de pares académicos de recono­
cida competencia. Las recomendaciones 
para el mejoramiento institucional que 
surjan de las evaluaciones tendrán ca­
rácter público" (Ley 24.521, art. 44).
Por otra parte, la Comisión Nacional de 
Evaluación y Acreditación Universitaria, que 
es un órgano descentralizado y funciona en 
jurisdicción del Ministerio de Cultura y Edu­
cación, tiene como principales funciones (Ley 
24.521, art. 46): coordinar y llevar adelan­
te la evaluación externa; acreditar las ca­
rreras de grado, posgrado conforme a 
estándares consensuados; pronunciarse so­
bre la consistencia y viabilidad del proyecto 
institucional que se requiere para la puesta 
en marcha de una nueva institución univer­
sitaria nacional; preparar los informes re­
queridos para otorgar la autorización 
provisoria y el reconocimiento definitivo de 
las instituciones universitarias privadas.
Esta comisión está integrada por un 
total de doce miembros (Ley 24.521, art. 
47), designados por el Poder Ejecutivo Na­
cional a propuesta de los siguientes orga­
nismos: tres miembros por el Consejo 
Interuniversitario nacional -CIN-; un miem­
bro por el Consejo de Rectores de Univer­
sidades Privadas -CRUP-; un miembro por 
la Academia Nacional de Educación -ANE-; 
tres miembros por cada una de las Cáma­
ras del Honorable Congreso Nacional; un 
miembro por el Ministerio de Cultura y Edu-
AÑO II - /Vo 3 - ABRIL 2004
ARTÍCULOS
cacíón de la Nación. La duración de sus fun­
ciones es de cuatro años, con un sistema 
de renovación parcial y se trata de perso­
nalidades de reconocida jerarquía acadé­
mica y científica.
La evaluación de la calidad en las insti­
tuciones universitarias, a diferencia de la 
evaluación de los estudiantes, egresados y 
docentes o de actividades aisladas, consti­
tuye una práctica novedosa en la Argenti­
na, aunque se realiza desde hace algunas 
décadas en algunos países. Ello es una con­
secuencia de la ampliación y consolidación 
de la autonomía universitaria, la expansión 
de la matrícula y la multiplicación y diversi­
ficación de establecimientos. De esta ma­
nera, se satisfacen los requerimientos cre­
cientes de la sociedad y la necesidad de 
orientar a los estudiantes potenciales y ac­
tuales y a los distintos sectores comunita­
rios. Al mismo tiempo, se advierte un noto­
rio interés acerca de esta problemática en 
la opinión pública y, en particular, en las 
comunidades universitarias, que ha dado 
lugar, a partir de 1990, a numerosos semi­
narios, congresos, paneles, debates, proyec­
tos y publicaciones.
Sin embargo, recién en 1990 la eva­
luación institucional fue introducida en el 
quehacer universitario. A partir de ese año, 
se pusieron en marcha debates y tensiones 
que generaron una serie de reuniones en 
donde se fue operando una desmitificación 
del tema. Algunos de ellos son: Primer Con­
greso Nacional de Evaluación de la Calidad, 
realizado en la provincia de Salta; Segundo 
Encuentro en la ciudad de Rosario en 1992; 
Tercer Encuentro en la ciudad de Mar del 
Plata en 1993 auspiciado por el CIN; Primer 
Seminario sobre Evaluación Universitaria 
organizado conjuntamente por universida­
des y el Ministerio de Educación en 1997; el 
Seminario sobre Autonomía Universitaria, 
C riterios de Calidad y Acred itación 
Institucional organizado por las Universida­
des de Palermo, El Salvador y Buenos Aires
en mayo de 1997. Paralelamente, desde el 
Ministerio de Educación se impulsó, en fun- 
ción de los acuerdos logrados con el Banco 
Mundial, el Subproyecto 06 denominado 
"Calidad total", la que fuera observada por 
gran parte de las ugiversidades nacionales.
Dentro del ámbito de la Secretaría de 
Políticas Universitarias, creada a comienzos 
de 1993, se iniciaron dos instancias opera­
tivas, vigentes ambas a la fecha de sanción 
de la Ley de Educación Superior, de las cua­
les la CONEAU se hizo cargo desde su mo­
mento fundacional. Por una parte, a partir 
de 1993 el Ministerio de Cultura y Educación 
de la Nación firmó 16 convenios con univer­
sidades nacionales, dos con asociaciones de 
facultades y uno con una universidad priva­
da para planear e implementar procesos de 
evaluación institucional. Estos acuerdos 
prevén el asesoramiento para la realización 
de autoevaluaciones, que quedan en manos 
de las mismas instituciones, como así tam­
bién la asistencia para constituir y coordinar 
comités de evaluación externa. Durante el 
transcurso de 1995, se completaron dentro 
de ese programa, las evaluaciones de tres 
universidades nacionales, la del Sur, la de la 
Patagonia Austral y la de Cuyo.
Por otra parte, a finales de 1994, el Mi­
nisterio de Cultura y Educación de la Nación 
creó la Comisión de Acreditación de Posgra­
dos (CAP). Este organismo realizó durante 
1995 una convocatoria a la acreditación vo­
luntaria de maestrías y doctorados académi­
cos. Más de 300 carreras de posgrados ofre­
cidas por las universidades respondieron a la 
convocatoria. La CAP dictaminó sobre su acre­
ditación, con resultados positivos en aproxi­
madamente dos terceras partes de las solici­
tudes y clasificó los programas según la cali­
dad en tres categorías. El Ministerio de Cultu­
ra y Educación transfirió estos procedimien­
tos de acreditación a la CONEAU, en el estado 
en que se encontraban en el momento de su 
constitución, dando así por terminadas las 
funciones de la CAP.
1Dá$£afm
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La CONEAU ha estudiado todo el pro­
ceso de instalación del tema en la agenda 
universitaria argentina y las distintas al­
ternativas que ha tenido. Ella toma en cuenta 
muy especialmente la doctrina generada en 
el seno del CIN por medio de la Comisión de 
Enseñanza y las distintas actividades reali­
zadas a su amparo, como las conclusiones 
y acuerdos de los Talleres Preparatorios y 
Encuentros Nacionales realizados que se 
expresaron a través de los Acuerdos Plena- 
rios 50/92 donde se indican los aspectos 
relevantes de la Evaluación de la Calidad 
Universitaria; y el 133/94 que aprueba los 
Documentos Básicos de la Evaluación de la 
Calidad Universitaria producidos y consen­
suados en el Taller desarrollado en el com­
plejo Vaquerías de la Universidad Nacional 
de Córdoba.
La precedente descripción del desarro­
llo de los acontecimientos desde 1990, indi­
ca que el ejercicio de la vida democrática 
ha funcionado en relación con la temática y, 
luego de varios años de profundos debates, 
se puede afirmar que la discusión ha arri­
bado a un consenso favorable en relación 
con los beneficios de la evaluación institu­
cional, concebida como un instrumento para 
el mejoramiento de la calidad.
La CONEAU como cuerpo colegiado con­
voca para las evaluaciones a miembros des­
tacados de la comunidad académica para 
constituir las Comisiones Asesoras y Comi­
tés de Pares Evaluadores, que actúan con 
independencia de criterio, sin asumir repre­
sentación alguna y que se abstienen de in­
tervenir cuando existe la posibilidad de un 
conflicto de intereses. La actitud científica 
es constitutiva de los miembros de los Co­
mités de Pares Evaluadores; asimismo, es­
tán obligados a la adscripción al Código de 
Ética de la CONEAU (ordenanza N°003- 
CONEAU/96) como garantía de evaluacio­
nes transparentes y rigurosas.
La evaluación institucional es presen­
tada como una herramienta importante de
transformación de las universidades y de las 
prácticas educativas. Constituye un proce­
so de carácter constructivo, participativo y 
consensuado, una práctica permanente y 
sistemática que permite detectar nudos pro­
blemáticos y aspectos positivos. Ello impli­
ca la reflexión sobre la propia tarea como 
una actividad contextualizada que conside­
ra tanto los aspectos cualitativos como los 
cuantitativos, con un alcance que abarca los 
¡nsumos, los procesos, los productos y el 
impacto que tienen en la sociedad; una ta­
rea fundamental para el gobierno y la ges­
tión administrativa y académica, y, en defi­
nitiva, una plataforma para el planeamiento 
institucional. Ella constituye un proceso com­
plejo que contempla dos fases: la autoeva- 
luación y la evaluación externa.
La autoevaluación se presenta como un 
proceso cuantitativo y cualitativo en el cual 
aparecen las actividades, la organización y 
el funcionamiento de la institución, así como 
los objetivos, las políticas y las estrategias. 
Constituye un análisis de procesos y resul­
tados obtenidos y una apreciación sobre su 
realidad actual. Se desarrolla sobre una ló­
gica emergente de la institución, de su pro­
yecto institucional y quienes la realizan son 
los propios protagonistas de la misma. Para 
que ella tienda realmente al mejoramiento 
de la calidad se hace imprescindible que 
cuente con: un alto grado de participación; 
la adopción de una perspectiva contextual e 
histórica referida a sus objetivos y al pro­
yecto de establecimiento, cubriendo todas 
las funciones que se desempeñen en la ins­
titución; una óptica de la institución como 
un todo y no como la agregación de partes; 
la posibilidad de que los lectores del infor­
me final alcancen una imagen bien docu­
mentada de la institución.
En la evaluación externa se aprecia la 
organización y el funcionamiento de la ins­
titución, se observa la trama de su desarro­
llo, se valoran los procesos y los resultados 
y se recomiendan cursos de acción. La rea­
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lizan personas que no pertenecen a la insti­
tución universitaria, independientes en su 
criterio, aunque sobre la base del proyecto 
institucional de la misma y a partir de la 
autoevaluación realizada. Para ser llevada a 
cabo, se definen pautas o criterios genera­
les. Algunas de las características de la pro­
puesta son: es una evaluación singular; es 
una evaluación histórica y contextualizada; 
es una evaluación ética y responsable; es 
una evaluación independiente con la parti­
cipación de pares, y es una evaluación rigu­
rosa y concisa.
Las variables básicas y las principales 
dimensiones que la CONEAU asume para el 
proceso de evaluación externa de las uni­
versidades consisten en:
- Docencia: la tarea de enseñar como uno 
de los cometidos principales de la insti­
tución está representada en sus dos ac­
tores principales involucrados, los docen­
tes y los alumnos, ambos en interrelación 
a través de un contenido que se mani­
fiesta en el programa;
- Investigación, desarrollo y creación: la 
producción de conocimientos científicos 
debe presentarse en proyectos y resulta­
dos evaluables y accesibles, siendo vali­
dados por la comunidad de pares acadé­
micos y científicos;
- Extensión, producción de tecnología y 
transferencia: adecuadas a las expecta­
tivas de los integrantes de la comunidad 
universitaria y respondiendo a las deman­
das de la sociedad;
- Gestión y gobierno (sólo para las uni­
versidades nacionales): compuesta por 
un conjunto de factores -recursos, pro­
cesos y resultados- al servicio del desa­
rrollo de la docencia, la investigación y 
la extensión;
- Recursos humanos: al respecto es impor­
tante remarcar la existencia de políticas 
claras para asegurar la producción, ca­
pacitación y formación de recursos hu­
manos acordes a los fines y funciones de 
la institución;
- Infraestructura y recursos materiales: 
abarcan aspectos vinculados muy direc­
tamente con el desempeño de las funcio­
nes sustantivas /otras de vinculación in­
directa;
- Servicios de biblioteca, de información e 
informáticos: el acceso a la información 
bibliográfica debe satisfacer fundamen­
talmente las necesidades de las funcio­
nes de docencia de grado y posgrado y 
de investigación de los miembros de la 
institución;
- Integración de la institución universita­
ria: se toma como objeto la institución 
universitaria en su conjunto bajo la pro­
puesta de una totalidad.
La CONEAU tiene a su cargo la evalua­
ción institucional de todas las universidades 
nacionales, provinciales y privadas; la acre­
ditación de estudios de posgrado y carreras 
reguladas y la emisión de recomendaciones 
sobre los proyectos institucionales de nue­
vas universidades estatales y de las solicitu­
des de autorización provisoria y definitiva de 
establecimientos universitarios privados. Po­
see también la función de dictaminar sobre 
el reconocimiento de entidades privadas de 
evaluación y acreditación universitaria. En 
cumplimiento de sus fines, la CONEAU tiene 
mandato legal para realizar las siguientes 
tareas: las evaluaciones externas, la acredi­
tación de carreras de grado, la acreditación 
de carreras de posgrado, la evaluación de 
proyectos institucionales y el reconocimien­
to de entidades privadas (EPEAUS).
El sector de la Educación Superior Uni­
versitaria ha recibido un fuerte apoyo en lo 
que respecta al finandamiento de sus ac­
ciones de reforma por parte de la banca in­
ternacional, en particular del Banco Mun­
dial. A partir de los fondos desembolsados, 
se puso en marcha el Programa de Refor­
mas de la Educación Superior -PRES-.
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3. Seis coroíarios que concíuyen
1. El período que va de 1983 al 2003 estuvo 
marcado por un acontecimiento estruc­
tural, a saber: la normalización jurídico- 
legal del subsector, la cual se vio operada 
en la sanción de la Ley N°24.521, que 
regula desde entonces la Educación Su­
perior. Este hecho nos confronta a un 
antes y un después en nuestra proble­
mática de análisis.
2. El antes (1983-1995) está determinado 
por las acciones que van desde la deno­
minada normalización universitaria hacia 
la construcción del instrumento legal que 
normatiza el sector. El reingreso a la vida 
democrática significó entonces para el 
país y la sociedad en su conjunto, asumir 
para sí la refuncionalización institucional 
y la reconstrucción del espacio de vida 
universitaria. Ocuparon la agenda de po­
líticas universitarias temas relativos a: la 
cuestión salarial, los gremios docentes y 
de personal no docente; las asociaciones 
estudiantiles; la elección de representan­
tes de los diferentes claustros según los 
mecanismos de la vida democrática; la 
substanciación de concursos y la reincor­
poración del personal que fuera expulsa­
do durante el período militar, entre otros.
3. Podemos afirmar que el primer momento 
fue un período de reorganización de la vida 
y los espacios universitarios y que el eje 
de las políticas institucionales tuvo la pri­
macía de acción por sobre las líneas de 
planificación sectorial del Estado Nacional. 
Sin embargo, hacia fines de la década del 
80 va aconteciendo un corrimiento en lo 
que respecta a las tomas de decisiones 
desde las instituciones hacia el Estado, 
intentando recuperar este último un pa­
pel central en el juego de relaciones de 
fuerza. Los sucesivos ajustes y las pro­
gresivas reformas de Estado junto a la in­
troducción de las leyes de mercado ac­
tuaron, entre otros factores, como deter­
minantes de un cambio que encontraba
en lo público el centro de operaciones. Así 
se desplegaron nuevas estrategias y un 
nuevo contexto comenzó a operar.
4. El después (1995-2003) al cual llegamos, 
va desde la sanción de la Ley N°24.521 y 
se encuentra en ejercicio en nuestros días. 
Este período que implica al presente, se 
caracteriza por una fuerte ingerencia esta­
tal y una fuerte determinación de las polí­
ticas a seguir para la Educación Superior. 
Así, en el marco de la descentralización 
educativa, el nivel terciario no universita­
rio pasó a formar parte de las competen­
cias educativas provinciales y el Estado 
nacional centró todo su interés en el 
subsector universitario. Este campo 
institucional fue objeto de ajuste, reforma 
y profundos cambios. Prueba de ello es la 
implementación de políticas de evaluación, 
en numerosas instancias, como mecanis­
mo de control y para justificar el recorte en 
los presupuestos otorgados a las universi­
dades nacionales. El concepto de producti­
vidad, proveniente del mercado de bienes 
y capitales, ingresó a las discusiones uni­
versitarias y se instaló al interior de sus 
funciones primordiales, es decir, la docen­
cia, la investigación y la extensión. Evaluar 
la productividad, el rendimiento y la efica­
cia de programas, proyectos, instituciones 
y personas se transformó en el cometido 
principal del planeamiento de políticas sec­
toriales. De esta manera, la filosofía de la 
calidad actuó como marco de referencia 
para esta nueva realidad.
5. Podríamos decir que, durante la primera 
etapa, que va desde 1983 a 1995, la Edu­
cación Superior, y sobre todo la universi­
taria estuvo abocada a reorganizar y so­
lidificar sus espacios institucionales, fue 
algo así como un movimiento hacia aden­
tro con fuerte apoyo de las fuerzas socia­
les en su conjunto. Por su parte, en el 
segundo período, que va desde 1995 has­
ta el 2003, la Universidad se encuentra 
atravesada por el componente de las po­
líticas públicas. De esta manera, se la si­
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túa como una pieza más del gran engra­
naje que significa la maquinaria de las 
políticas ultraliberales que dominan el 
rumbo de la historia.
en sistemas de control que despliegan 
complejos mecanismos de fuerza. Es por 
ello que la Universidad se torna más que 
nunca un objeto de análisis, de investi­
gación aplicada, para poder dar cuenta 
de su presente y tle su papel en la histo­
ria. Necesitamos detenernos frente a este 
complejo cuadro de situación y poder 
mirar con una visión de futuro esperan­
zada y esperanzadora.
6. Hoy, veinte años después de los gobier­
nos de facto en Argentina, las universi­
dades se encuentran con una explosión 
de sus matrículas, viven un marcado de­
terioro de las condiciones de trabajo y/o 
salaríales de su personal y están inmersas
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